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MINISTERIO DE JUSTICIA
ORDEN de 9 de diciembre de 1987 por la que se
acuerda el cumplimiento de la sen¡encia dictada por la
Sala de /0 Contencioso-Administrativo de la Audiencia
Nacional en el recurso número 54.951 interpuesto por
doña Carmen Fuertes Varas.

Ilmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo número
54.951, seguido a instancia de doña Carmen Fuenes Varas, Oficial
de la Administración de lusticia, con destino en el Tribunal
Supremo, contra la demandada Administración General del
Estado, representada y defendida por su Abogacia, contra la
desestimación tácita, producida por silencio administrativo del
Ministerio de Justicia, del recurso de reposición interpuesto contra
el acto de «retención por sanci6n», verificado a través de la
Habilitación de Personal con cuantla de 52.146 pesetas, se ha
dietado sentencia por la Sala de lo Contencioso-Administrativo de
la Audiencia Nacronal, con fecha 29 de julio de 1987, cuya parte
dispositiva dice as1:

«Fallamos: Que estimando en parte el aetuaI recurso conten­
cioso.-administrativo, interpuesto como demandante por doña
Carmen Fuenes Varas, frente a la demandada Administración
General del Estado; contra los actos administrativos del Ministerio
de lusticia a los que la demanda se contrae; debemos declarar y
declaramos no ser conformes a derecho y por consiguiente anula­
mos los referidos actos administrativos al presente impugnados;
debiendo la Administración demandada devolver íntegramente, a
la parte hoy aetora, la cantidad que indebidamente le túe retenida;
desestimando el resto de las pretensiones que la demanda actúa;
todo ello sin hacer expresa declaración de condena en costas,
respecto de las derivadas del actual proceso jurisdiccional.»

En su virtud, este Ministerio, de conformidad con lo establecido
en la Ley ~ladora de la lurisdicción Contencioso-Administrativa
de 27 de diciembre de 1956, ha dispuesto que se cumpla en sus
propios términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a V. I. para su conocimiento rdemás efectos.
Madrid, 9 de diciembre de 1987.-P. D., e Subsecretario,

Liborio Hierro Sánchez·Pescador.

Ilmo. Sr. Director general de Relaciones con la Administración de
Justicia.

1466 ORDEN de 22 de diciembre de 1987 por la que se
dispone el cumplimiento de la sentencia de la Sección
Tercera de lo Contencioso-Administrativo de la
Audiencia Nacional dietada en el recurso número
314.439, interpuesto por don Isidoro Colón Luzón.

Ilmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo registrado
con el número 314.439 de la Sección Tercera de la Sala de lo
Contencioso-Administrativo de la Audiencia Nacional, se$1:1ido a
instancia de don Isidoro Colón Luzán contra la ResolUCIón del
Ministerio de lusticia de 3 de marzo de 1985, que desestimó el
recurso de reposición formulado frente a la de 5 de junio de 1984,
que impuso al actor la sanción de pWlida de seis días de
remuneraciones, excepto el complemento familiar, como autor de
una falta grave de incumplimiento de deberes, tipificada en el
articulo 7.p) del Reglamento de Répmen Disciplinario, la referida
Sala de lo Contencioso-Administrattvo ha dictado sentencia de 2 de
noviembre de 1987, cuya parte dispositiva dice así:

«Fallamos:
1.0 Que rechazando la causa de ínadmisibiJidad invocada,

debemos desestimar y desestimamos el presente recurso número
314.439, interpuesto por don Isidoro Colón Luzán conlla la
resolución del Ministerio de lusticia de 3 de marzo de 1985
descrita en el primer fundamento de derecbo, que se confirma po:
ser ajustada a derecho.

2.° No hacemos una expresa. condena en costas.»
En su virtud, este Ministerio, de conformidad con lo establecido

en el articulo 103 y siguientes de la Ley Reguladora de la
Jurisdicción Contencloso·Administrativa, ha dispuesto se cumpla
en sus propios términos la expresada sentencia.

Lo que digo a V. l. para su conocimiento y efectos.
Madrid, 1"2 de diciembre de 1987.-P. D., el Subsecretarío,

Liborio Hierro Sánchez-Pescador.

fimo. Sr. Director general de Instituciones Penitenciarias.

RESOLUCION tú 21 tú diciembre tú 1987, tú la
Dirección General tú los Registros y túl Notariado, en
el recurso gubernativo interpuesto por el excelentfsimo
sellor FiscQJ JeJe de la Audiencia Territorial de Barce­
lona contra la negativa del Registrador tú la Propie­
dad IlÚmero 4 tú la misma localidad a practicar una
anotación preventiva tú embargo, en virtud tú apela­
ción del Registrador.

Excmo. Sr.: En el recurso gubernativo interpuesto por el
exoelentísimo señor Fiscal lefe de la Audiencia Territorial de
Barcelona contra la negativa del Registrador de la Propiedad
número 4 de la misma localidad a practicar una anotación
preventiva de embar&o, en virtud de apelación del' Registrador.

HECHOS

1
En mtritos del sumario ordinario 45/82, .do conlla don

loS<! Sole Saldaño, ante el luzll"'!o de lnstruCClón número 1 de
Hospitalet de Uobregat, por delito de prevaricación, se formó pieza
separada de responsabilidad civil contra dicho procesado, y se llevó
a cabo el embargo sobre dos fincas urbanas de su propiedad,
designadas al efecto en fecha 10 de mayo de 1984.

En providencia de fecha 25 de abril de 1985, el luez libró
mandamiento al Re¡istrador de la Propiedad número 4 de llan:e­
lona, a fin de que remitiese deseripción sucinta de los \lisos
embargados; recibida la certificación en cuestión, en providencra de
21 de octubre de 1985, se acordó librar mandantiento al mismo
Re¡istrador para la anotación preventiva de embar¡o. En providen.
cia de 11 de febrero de 1986 se recordó al señor Registrador el
cumplimiento de lo interesado en dicho mandamiento, y el día 28
de febrero del mismo año el señor Re¡iSllador comunicó al
1~0 de Instrucción número 1 de HospItalet de Uobregat, que
el crtado mandamiento carecía de fecha y que era necesaria la
correspondiente nota de la Oficina Liquidadora del Impuesto sobre
Transmisiones Patrimoniales de la Generalidad de Cataluña, den·
tro del plazo legal del día 14 de mayo de 1986, por caducidad del
asiento de presentación. Con fecha 10 de abril de 1986, se libró
nuevamente mandamiento judicial decretando anotación preven­
tiva de embar¡o sobre las fincas anteriormente mencionadas.

n
Presentado el citado mandamiento judieíal en el Re¡istro de la

Propiedad número 4 de Barcelona, fue calificado con la siguiente
nota: «Se suspende la toma en consideración a efectos de la
calificación eseneíal del documento adjunto presentado bajo el
asiento número 2.638 del Diario 44, dimanante del luzgado de
Instrucción número 1 de Hospitalet de Uobregat, por carecer el
mismo del indispensable presupuesto habilitante de la subsiguiente
función calificadora por parte del Re¡istrador dicente, y que es, en
definitiva, la justificación documental del cumplimiento de las
obligaciones tnbutarias que surgen del hecho de su expedición, que
son de observancia inexorable para que el referido documento
pueda tener acceso al Re¡istro de la Propiedad, a tenor de los
articulos 254 y 255 de la Ley Hipotecaria y 57 del Real Decreto
Legislativo 3050/1980, de 30 de diciembre, que contiene la
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no~~ti\'ade Impuestos de Transrt:Iisi~nes Patrimoniales y Actos
Jundicos Documentados, y cuyo enteno preceptual es el reiterado
por el articulo 72 de su Reglamento, aprobado por Real Decreto
~94i1981, de 29 de diciembre. El hecho de que tal documento
~UdiCla1 se halle exento, o no sujeto fiscalmente, es cuestión que DO
Interfiere en absoluto en la necesidad del cumplimiento de la
obligación tributaria aludida, incumbiendo al Juzgado del cual
dimanó el mismo atender a las exigencias fiscales pertinentes, a fin
de que pueda darse cumplimiento a los imperativos sur¡entes de
los articulos antes .dichos. Por otra parte, el criterio preceptual
antenor;mente aludido aparece expresamente confirmado por la
n.ormauv~ reglam~ntaria de ejecuCIón del mismo, cuya importan.
CUl operativa es eVidente, y asl resulta no sólo de los articulos 87.3
y 88.,1 del texto reglamentario Ultimamente citado, sino también de
una lnstrucclón de la Subsecretaria del Ministerio de Hacienda de
15 de marzo de 1982 ("Boletin Oficial del Estado" del 25), siendo
citable del propio modo la Circular dimanante de la Dirección
General de los Registros y del Notariado de 17 de mayo de 1985.
Se hace constar que una vez cumplidas las exi¡encias fiscales cuya
ausencia provoca la imposibilidad de la toma de consideración
regi~tral del documento .que motiva. esta nota, por parte del
Re¡istrador dicente, preVIa presentación del mismo dentto del
plazo de vigencia del asiento de presentación cuya .referencia fue
transcrita al p~ncipio de es,,! nota, se ejercerá su te¡itima potestad
calificadora aMente a la verificacIón de los aspectos sustantivos y
formales del mismo, a tenor de lo previsto en los articulos 18 de
la Ley. Hipotecaria y 100 del Reglamento de su ejecución. Contra
!a califi~ón lncorporada ~ esta nota -~ correspondiente al
mcumplimiento de las obligaciones fiscales ....teradamente mencio­
nadas-, ca~ interponer el pertinente recurso gubernativo a tenor
de lo presento en el articulo 66 de la Ley Hipotecaria Yconcordan·
tes del Reglamento anterionnente indicado (112 y siJuientes).
Barcelona, 23 de abril de 1986.-El Registrador intenno, José
Antonio Miquel Calatayudlo.

III

El excelentisimo señor Fiscal Jefe de la Audiencia Territorial de
Barcelona interpuso recurso gubernativo contra la anterior califica·
Clón y alegó que el señor Registrador de la Propiedad número 4 de
~lona. ha incurrido en error .al. aplicar a un mandamiento
Judicial dimanante de un procedimIento penal la necesidad de
cumplimentar el Impuesto sobre ACJos Juridicos Documentados
establecido en los articulos 254 y 255 de la Ley Hipotecaria. Que
por tanto, procede que dicho señor Registrador actúe con arreglo a
derecho y proceda a la mayor brevedad a la anotación preventiva
del embllI¡O ordenado sin más trámites.

IV

El Registrador de la Propiedad, en defensa de su nota, alocó que
el resultado de su calificación se atemJleT!l ilativamente a los
pedimentos impuestos por la normativa CItada en la nota puesta al
pie del mandamiento judicial presentado en el Registro de la
Propiedad, y de la que resulta, que es presupuesto inexorable para
atender la pretensión de registración de los escritos presentados en
dicho Registto, que figure en los mismos la nota extendida por el
Liquidador comll"tente, indicativa de su liquidación o, en su caso,
de la no sujeCIón, exención o prescripción fiscal pertinente,
entendiéndose que tal constatación es esencial para que los
documentos, de la clase que sean, puedan ser registralmente
considerados. Que no obstante lo anterior, ell~slador ha previsto
detenninadas hipótesis en las que no se eXl&" el reqwsito de
presentación del documento en la Oficina Liquidadora competente
a los efectos indicados, casos previstos en el articulo 57 del Real
Decreto 3050fl98Q. de 30 de diciembre, que contiene la nonnativa
del Impuesto de 1 ransmisiones Patrimoniales y Actos Juridicos
Documentados, supuestos entre los que no aparece el que es objeto
de este recurso. Que se considera que toda la problemática que
suscita este recurso puede reconducirse a la forma de interpretar el
silencio que el legislador mantiene respecto al mandamiento de
embarso diCJado en causa criminal; y frente a la postura que
subyace en el escrito de interposición del recurso, en el que parece
poslularse una interpretación extensiva del precepto antes citado,
mcluyéndose en el mismo el documento a que se refiere este
recurso, aún sin mencionarlo expresamente. se mantiene que dicha
postura no es admisible, dado el carácter cerrado, privilegiado y
ex~onal de la mencionada norma. Que por todo ello, se
conSldera que la calificación se atiene a las pautas de legalidad que
modulan la actuación del Re¡istrador, y que constituyen las bases
de un Estado de Derecho.

V

El ilustrlsimo señor Magistrado-Juez de Primera Instancia e
Instrucción de Hospitalet de Uobregat ínfonnó de acuerdo con los

hechos anterionnente expuestos y añadió que en la providencia de
10 de abril de 1986, se recordó al señor Relllstrador de la Propiedad
que tratándose de un procedimiento penal debia ser cumplimen.
tado sin demora alguna y que se darla cuenta al Ministerio Fiscal
a los fines procedantes; y, por Ultimo, que está de acuerdo con lo
alegado por el excelentisimo señor Fiscal Jefe de la Audiencia
Territorial de Barcelona en su escrito de interposición del presente
recurso.

VI

El Presidente de la Audiencia Territorial de Barcelona revocó la
nota del Registrador, fundándose en las Sentencias del Tribunal
Supremo de 17 de octubre de 1896, 6 de abril de1911, 15 de enero
de 1915, 18 de marzo de 1932, 27 de noviembre de 1950, 22 de
abril de 1954,1 de febrero de 1957, 13 de junio de 1959, 19 de junio
de 1969, 21 de mayo de 1970,9 de octubre de 1971, 17 de febrero
y 5 de octubre de 1973, 17 de mayo de 1976 Y 16 de· febrero de
1977, 31 de octubre de 1978, 2 de abril de 1979, 24 de mayo de
1980, 24 de febrero y 5 de marzo de 1981, 10 y IS de marzo y 5
y 28 de octubre de 1983, 6 dejunio de 1984 y 29 de marzo de 1985,
en la Sentencia de la Sala Primera del Tribunal Constitucional de
21 de febrero de 1986; en la Resolución de la Dirección General de
los Registros y del Notariado de 13 de abril de 1%4; y conside­
rando que únicamente al dictarse sentencia condenatoria podrá
exisirse la liquidación del impuesto correspondiente, pues, en caso
contrario, el pago del oportuno impuesto babría de satisfacerlo el
Juez Instructor que es quien l'rdenó el embarso.

vn
El señor Registrador apeló el Auto presidencial manteniéndose

en sus alegaciones y añadió que se estima que el recurso no se diri¡e
contra la calificación del R~strador, sino contra la imposibilidad
de éste de entrar en la calificación; que de acuerdo con el Códi¡o
Civil, si los términos de la Ley son claros, debe estarse a su tenor
literal, y, en todo caso, evitar una inlerJ>retación y una flexibilidad
de criterio que conduzca a hacer decir a la Ley exactamente lo
contrario de lo que literalmente dice, y en este caso concreto, la
obligación del paga del impuesto correspondiente lo dice en varios
preceptos: 254 de la Ley Hipotecaria, 57 de la Ley del Impuesto de
Transmisiones Patrimoniales ~Actos Juridicos Documentados y
72 Y 88 de su Reglamento. e la interpretación hecha por el
Registrador del articulo 254 de Ley Hipotecaria no pugna contra
el articulo 24 de la Constitución Española. Que el principio Il'neral
del Impuesto de Actos Juridicos Oocumentados de que el s\\ieto
pasivo es el «interesado» en el acto s\\ieto, llevarla a rechazar la
posibilidad de considerar como tal al Juez Instructor; si aJaún
mteresado existe en la anotación objeto de recurso seria el Estado,
como representante de los intereses generales, y este interés bastará
para configurar la exención del acto del impuesto refcrido; pero no
basta para prescindir de la presentación en la Oficina Liquidadora,
ya que los textos antes citados no contemplan dicba excepción y el
sometimiento del Estado a la Ley que del mismo emana es ell'ilar
básico del Estado de Derecho. Oue de otto modo, no pocIrIa el
R~strador cumplir en la anotaciÓn que practicase el requisito del
articulo 51, párrafo 13, del Reglamento Hipotecario, a menos que
se le considerase investido no sólo de las excepcionales facultades
int~retativas, sino también del poder de declarar la exención o no
sujeClón al impuesto de los actos registrables.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

Vistos los articulos 254 Y255 de la Ley Hipotecaria; 40 y 57 del
texto refundido de la Ley del Impuesto de Transmisiones Patrimo­
niales y Actos Juridicos Documentados; 72, 87 y 88_1.° del
Reglamento de la Ley del Impuesto de TransmIsiones Patrimonia·
les y Actos Juridicos Documentados.

1. En el presente recurso el Registrador suspende la califica·
ción de un mandamiento judicial dietado en causa criminal por el
que se ordena la anotación del embarga trabado sobre detennína­
das fincas del procesado, babida cuenta de la falta de aquél de la
nota acreditativa del pago, exención o no s\\ieción fiscal pertinente
extendida por la Administración tributaria.

2. El articulo 254 de la Ley Hipotecaria exige para la práctica
de los asientos en el Registto de la Propiedad la previa justilicación
del pago de los impuestos que sraviten sobre el acto o contrato cuya
inscripción se pretenda. La adecuada interpretación de este pre­
cepto implica que el ROJistrador, ante cualqui~~,~raciónjuridica
cuya reg1straeión se solicite, no sólo ba de . car su validez Y
liCItud sino decidir también si se balla s\\ieto o no a impuestos; la
valoración que baga de este Ultimo aspecto no será definitiva en el
plano fiscal pues no le corresponde en cuanto tal la competencia
liquidadora respecto de los divenos tributos, sin embarga será
suficiente bien para acceder, en caso afirmativo, a la inscripción sin
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necesidad de que la administración Ilscal ratillque la no sujeción,
bien para suspenderla en caso negativo en tanto no se acredite
adecuadamente el paso, exención, prescripción o incluso la no
sujeción respecto del impuesto que aquél consideró aplicable.
Entender el precepto debatido de otro modo, esto es, afirmar que
el ReJlistrador, al solo efecto de decidir la inscripción, no puede
aprecutr por si la no sujeción fiscal del acto inscribible, supondrá
una multiplicación injustificada de los trámites pertinentes para el
adecuado desenvolvimiento de la actividad juridica registra!, toda
vez que babría de suspenderse el despacho de cualquier documento
principal o complementario, en tanto no apareciese debidamente
Justificado el paso, la exención, prescripción o no sujeción respecto
de todos y cada uno de los impuestos existentes en el sistema
tributario vigente.

3. La anterior interPTOlación viene avalada por los artIculos
57·1.° del texto refundido de la Ley del Impuesto de Transmisiones
Patrimoniales y Actos Juridicos Documentados (aprobado PQr Real
Decreto J..esislativo 30S0/l980, de 30 de diciembre) y 88·1.° de su
R~ento (aprobado por Real Decreto 3494/1981, de 29 de
diCIembre), al preceptuar que solamente los documentos que
contenpn actos o contratos s'\ietos a este impuesto, babrán de
justificar previamente el paso, la exención o la no sujeción para
poder producir efecto en cualquier Tribuna1, Oficina o Rqistro
l>úblico.

4. En el caso concreto que ahora se examina, resulta claro que
las anotaciones preventivas que se practiquen en los Registros
públicos no son actos sujetos a dicbo impuesto si vienen ordenadas
de ollcio por la autoridad judicial (cfr. articulo 40-4 del texto
refundido del Real Decreto 30S0/l980

lá
de 30 de diciembre), por lo

que tendrá aplicación la regla según cual no será necesaria la
previa presentación en las Oficinas Liquidadoras de las resolucio­
nes I'"!'" ,ue éstas puedan surtir efecto en el Rqistro de la
Propiedad cfr. articulo S7·2 c) del mismo texto lepI citado).

Esta Dirección General ba acordado d....timar el recurso de
apelación interpuesto y confirmar el auto apelado.

Lo que, con devolución del expediente original, comunico
a V. E. para su conocimiento y efectos.

Madrid, 21 de diciembre de 1987.-E! Director seneral, Mariano
Martln Rosado.

Excmo. Sr. Presidente de la Audiencia Territorial de Barcelona.

MINISTERIO DE DEFENSA
ORDEN 4JJ/39OO2/1987. de 30 de noviembre. por la
que se dispone el cumplimiento de la sentencia del
Tribunal Supremo. dictada con fecha 23 de julio de
1987, en el recurso contencioso-administrativo inter.
puesto por doña Julia Gonzdlez Gimeno.

Excmos. Sres.: En el recurso contencioso--administrativo
seguido en única instancia ante la Sección Quinta del Tribunal
Supremo, entre partes, de una, como demandante, doña Julia
González Gimeno, quien postula por sí misma, y de otra, como
demandada, la AdmlDistración Pública, representada y defendida
por el Abosado del Estad~, contra actos del Consejo Supremo de
JustiCia MIlitar sobre penSIón de VIudedad, se ha dictado sentencia
con fecha 23 de julio de 1987, cuya parte dispositiva es como sisue:

«Fallamos: Estimamos el recurso contencioso-administrativo
interpuesto por doña Julia González Gimeno "1' al anular las
resoluciones del Consejo Supremo de Justicia Militar impugnadas,
decla!8mos el derech~ de la actora a percibir pensión pasiva como
conVIvente del fallecIdo don Manuel Luque MolinelJo; sin costas.

Así por esta nuestra sentencia firme, lo pronunciamos, manda.
mas y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley
re¡uladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 de
diciembre de 19S6, y en uso de las facultades que me confiere el
articulo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa número S4/1982,
de 16 de marzo, dISpongO que se cumpla en sus propios términos
la expresada sentencia.

Dios~e a VV. EE. muchos años.
Madrid, 30 de noviembre de 1987.-P. D., el Director seneral de

Personal, José Enrique Serrano Martlnez.

Excmos. Sres. Subsecretario y General Seeretario del Consejo
Supremo de Justicia Militar.

ORDEN 413/39003/1987. de 30 de no'iem l"". por la
que se dispone el cumplimiento de la sentC>1na del
Tribunal Supremo, dictada con fecha 25 de febrero de
1987, en el recurso contencioso-adminlstrath;o inter­
puesto por doña Camila Quintero Sánchez.

Excmos. Sres.: En el recurso contencioso-administrativo
seguido en única instancia ante la Sección Quinta del Tribunal
Supremo, entre partes, de una, como demandante, doña CarniJa
Quintero Sánchez, quien postula por si misma, y de otra, como
demandada, la Administración Pública, representada y defendida
por el Abogado del Estado, contra acuerdo del Consejo Supremo de
Justicia Militar de 16 de enero de 1985, sobre pensión, se ha
dictado sentencia, con fecha 2S de febrero de 1987, cuya pane
dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Que debemos desestimar y desestimamos el pre~

sente recurso contencioso--administrativo, número 613 de 1986,
promovido por la Procuradora doña Pilar Calvo Díaz, en nombre
y representación de doña Camila Quintero Sánchez, contra los
acuerdos del Consejo Supremo de Justicia Militar, de 16 de enero
de 1985 y 19 de marzo de 1986, por los que se determinó el repano
de la pensión causada por el Coronel Caballero Mutilado don
Manuel Alonso Sañudo. reconociendo a su viuda el 27,70 por 100
ya la convivente, hoy recurrente, el 12,30 por lOO cuyos acuerdos.

.por ser confonnes a derecho, confIrmamos; sin hacer pronuncia­
miento especial sobre las costas.

Así por esta nuestra sentencia firme, definitivamente juzgando.
lo pronunciamos. mandamos y finnamos.H'

En su virtud, de confonnidad con lo establecido en la Le)
reguladora de la Jurisdicción Contencioso·Administrativa de 27 de
diciembre de 1956, y en uso de las facultades que me confiere el
articulo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa número S4/1982.
de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en sus propios términos
la expresada sentencia.

Dios ~uarde a VV. EE. muchos años.
Madnd. 30 de noviembre de 1987.-P. D., el Director seneral de

Personal, José Enrique Serrano Martínez.

Excmos. Sres. Subsecretario y General Secretario del Consejo
Supremo de Justicia Militar.

1470 ORDEN 413/39004/1987. de 30 de no'·iembre. por la
que se dispone el cumplimiento de la sentencIO de la
Audiencia Territorial de La Coruña, dictada con fecha
31 de mayo de 1986, en el recurso canten·
ciostradministrativo interpuesto por don Jfanuel Fer·
ndndez Pereiras.

Exemos. Sres.: En el recurso contenci~administratjvo

seguido en única instancia ante la Sección de la Audiencia
T-erritorial de La Coruña, entre partes, de una, como demandante,
don Manuel Fernández Pereiras, quien postula J?Or sí mismo, y de
otra, como demandada, la Admimstración Pública, representada y
defendida por el AboBado del Estado, contra la resolución de 28 de
junio de 1984, sobre denegación de ingreso en el Benemérito
Cuerpo de Mutilados. se ha dictado sentencia, con fecha 31 de
mayo de 1986, cuya parte dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Debemos desestimar y desestimamos el recurso
coritencioso-administrativo, interpuesto por el Procurador don
Manuel Fernández Casal en representación de don Manuel femán­
dez Pereiras contra Resolución de la Dirección General del
Benemérito Cuerpo de Mutilados de Guerra por la Patria, de 18 de
mayo de 1984, que denegó al recurrente su l~eso en ~I .Ben~mé­
rito Cuerpo de Mutilados; y contra la resolUCIón del MmlstenO de
Defensa de 28 de junio de 1984, que desestimó el recurso de alzada:
las conformamos por ajustarse a derecho; sin hacer expresa
imposición de las costas procesales. . . .

Firme que sea la presente, devuélvase el expediente adrnm.lstra­
tivo al Centro de su procedencia, juntamente con cenificaclón y
comunicación.

Así lo pronunciamos, mandamos y finnamos.»
En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley

re¡uladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 de
diciembre de 1956 Yen uso de las facultades que me confiere el
articulo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa numero 54/1982.
de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en sus propios ténninos
la expresada sentencia.

Dios ~uarde a VV. EE. muchos años .
Madrid, 30 de noviembre de 1987.-P. O., el Director seneral de

Personal, José Enrique Serrano Martinez.

Excmos. Sres. Subsecretario y General Director de Mutilados.


